TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL/ Imposibilidad de liquidar costas si la sentencia no ha quedado ejecutoriada/ Trámite pendiente 
“(…) si aún no se encuentra en firme la sentencia que le puso fin al proceso no es posible que por secretaría se proceda a liquidar las costas cuyo pago se haya impuesto en tal providencia a alguna de las partes y esa razón es suficiente para justificar el hecho en que encuentra el demandante lesionados sus derechos.

De esa manera las cosas puede concluirse que por los motivos que se analizan, no se ha lesionado derecho alguno de los invocados por el demandante que sea menester proteger y en consecuencia, se declarará improcedente el amparo reclamado por cuanto el proceso aún no ha concluido y se encuentra pendiente el trámite relacionado con el impedimento alegado (…)”

VULNERACIÓN DEL DERECHO/ Deber de alegar y demostrar la situación fáctica que la origina 
“Se negará la tutela respecto de la Defensoría del Pueblo de Caldas y que se promovió con el fin de establecer si violó la Ley 734 de 2002, ante la negativa en presentar acciones populares a su nombre. Ello, porque el accionante no afirmó y menos acreditó haber pedido a esa autoridad que instaurara a su nombre la que por medio de esta providencia se resuelve.”
Cita: Corte Constitucional, sentencia T-103 de 2014.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

        Magistrada ponente: Claudia María Arcila Ríos

        Pereira, abril veintisiete (27) de dos mil dieciséis (2016)             

        Acta No. 189 de abril 27 de 2016
        Expediente No. 66001-22-13-000-2016-00453
Se decide en primera instancia la acción de tutela promovida por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira y la Defensoría del Pueblo Regional Caldas, a la que fueron vinculados el Alcalde del Municipio de Pereira, la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público, estos últimos de la Regional Risaralda y el Banco Finandina de esta ciudad.
A N T E C E D E N T E S

1.- Relató el actor los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 Acude directamente a este medio porque la Defensoría del Pueblo de Manizales se niega a cumplir su función de presentar tutelas a su nombre, pese a solicitárselo reiteradamente y ser su función amparar a los ciudadanos en sus pedimentos judiciales.

1.2 En el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira se encuentra radicada, bajo el número “2015-00059”, la acción popular que formuló y en la que el despacho se niega a dar aplicación inmediata del artículo 366 del Código General del Proceso, pese que le ordena al secretario liquidar las costas inmediatamente quede ejecutoriado el auto del juzgado o tribunal que pone fin a la acción. 

1.3 Ha solicitado hasta la saciedad se dé cumplimiento al artículo 366 del Código General del Proceso pero no es oído por el despacho por lo que debió tutelar. Es curiosa la renuencia del tutelado (sic) por cumplir los términos de forma perentoria tal como se lo ordenan los artículos 366 del Código General del Proceso y 5, 22 y 84 de la ley 472 de 1998.
2.- Considera lesionados los derechos a la igualdad, al debido proceso y a la debida administración de justicia y para su protección, solicita se ordene al juzgado accionado a) cumplir con lo que ordena el artículo 366 del Código General del Proceso y dar trámite perentorio e impulso oficioso de manera inmediata a su acción popular y b) dar trámite a la tutela frente a la Defensora de Pueblo de Caldas, a fin de determinar si viola la Ley 734 de 2002. 
ACTUACIÓN PROCESAL

1.- Por auto del pasado 15 de abril se admitió la acción de tutela contra el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira y la Defensoría del Pueblo Regional Caldas y se ordenó vincular al Alcalde del Municipio de Pereira, a la Defensoría del Pueblo y al Ministerio Público, ambos de la Regional Risaralda. Posteriormente se ordenó vincular al gerente del Banco Finandina de esta ciudad.
2.- En el curso del proceso se pronunció la Procuradora Regional de Risaralda. Adujo que se le han comunicado los autos que admiten las respectivas acciones populares y como consecuencia de ello han designado a los diferentes profesionales de la Procuraduría Regional Risaralda y Provincial de Pereira para dar cumplimiento al artículo 21 de la ley 472 de 1998; el Ministerio Público es ajeno a la cuestión planteada por el demandante, pues su intervención está orientada a verificar, como ente de control, la defensa de los derechos e intereses colectivos, lo que podrá ser en el correspondiente pacto de cumplimiento que para el efecto se suscriba, convocado previamente por el juez, el cual no les ha sido comunicado. Solicita se le desvincule de la actuación.
3.- La funcionaria demandada y los demás vinculados guardaron silencio.
C O N S I D E R A C I O N E S 

1.- La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

Ese medio excepcional de amparo constitucional tiende entonces a conjurar la lesión o la amenaza de los derechos fundamentales, a fin de permitir al titular su ejercicio o restablecer su goce; la efectividad de la acción reside entonces en la posibilidad para el juez de impartir una orden encaminada a la defensa actual y cierta del derecho conculcado. 

Así, la procedencia de la tutela exige la existencia de acción u omisión atribuible a la persona o autoridad contra la que se dirige, a partir de la cual sea posible analizar si se ha producido la vulneración de los derechos fundamentales del peticionario. 

De acuerdo con lo anterior, verificados los supuestos fácticos y jurídicos que producen la vulneración de uno o varios derechos fundamentales, la decisión del juez no puede ser otra que proferir una orden de obligatorio cumplimiento, en aras a obtener que se restaure el orden constitucional, lesionado en un caso concreto y específico.

2.- Considera el actor lesionados sus derechos al debido proceso, la igualdad y la debida administración de justicia porque el juzgado accionado no ha liquidado las costas procesales en la acción popular que propuso, a pesar de que el artículo 366 del Código General del Proceso ordena al secretario liquidar las costas inmediatamente quede ejecutoriado el auto del juzgado o tribunal que pone fin a la acción.

3.- Según el informe brindado por el Secretario del Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, las costas procesales, a cuyo pago fue condenada la entidad frente a la cual se dirigió la acción popular, no han sido liquidadas porque aún no se encuentra en firme la sentencia de primera instancia, toda vez que el proceso se encuentra “a la espera del surtimiento de las diligencias propias del recurso de reposición” que interpuso la parte demandada contra el auto que declaró desierto el de apelación que formuló el actor contra la sentencia de primera instancia “y a cuyas peticiones se adhirió su contraria”
.   

4.- El artículo 366 del Código General del Proceso regula lo concerniente al trámite de la liquidación de las costas y expresa que: “Las costas y agencias en derecho serán liquidadas de manera concentrada en el juzgado que haya conocido del proceso en primera o única instancia, inmediatamente quede ejecutoriada la providencia que le ponga fin al proceso o notificado el auto de obedecimiento a lo dispuesto por el superior…”
5.- De acuerdo con lo expuesto, si aún no se encuentra en firme la sentencia que le puso fin al proceso no es posible que por secretaría se proceda a liquidar las costas cuyo pago se haya impuesto en tal providencia a alguna de las partes y esa razón es suficiente para justificar el hecho en que encuentra el demandante lesionados sus derechos.
De esa manera las cosas puede concluirse que por los motivos que se analizan, no se ha lesionado derecho alguno de los invocados por el demandante que sea menester proteger y en consecuencia, se declarará improcedente el amparo reclamado por cuanto el proceso aún no ha concluido y se encuentra pendiente el trámite relacionado con el impedimento alegado, así lo estableció la Corte Constitucional en sentencia T-103 de 2014, que en sus apartes pertinentes dijo:

“La Corte Constitucional ha señalado que el requisito de subsidiariedad cuando se atacan decisiones judiciales, se puede presentar en dos escenarios: (i) cuando el proceso ha concluido; o (ii) se encuentra en curso. En el segundo de los escenarios, la intervención del juez constitucional está vedada en principio, toda vez que la acción de tutela no constituye un mecanismo alternativo o paralelo para resolver problemas jurídicos que deben ser resueltos al interior del trámite ordinario. Sobre el particular en la sentencia T-113 de 2013 se consignó: 

“En efecto, al estudiar el requisito de subsidiariedad en estos casos se pueden presentar dos escenarios: i) que el proceso haya concluido; o ii) que el proceso judicial se encuentre en curso. Lo anterior constituye un factor para diferenciar el papel del juez constitucional en cada caso, de una parte, si se enfrenta a la revisión de la actuación judicial de un proceso concluido deberá asegurarse que la acción de amparo no se está utilizando para revivir oportunidades procesales vencidas, que se agotaron todos los recursos previstos por el proceso judicial para cuestionar las decisiones impugnadas y que no se emplea la acción de amparo como una instancia adicional. De otra parte, si el proceso se encuentra en curso la intervención del juez constitucional está en principio vedada, pues como se sabe la acción de tutela no es un mecanismo alternativo o paralelo pero puede resultar necesaria para evitar un perjuicio irremediable que comprometa la vulneración de derechos fundamentales.”

(…)

En suma, la acción de tutela solo resulta procedente cuando no existen o se han agotado todos los mecanismos judiciales y administrativos que resultan efectivos para la protección de los derechos fundamentales, a no ser que se demuestre la ocurrencia de un perjuicio irremediable, caso en el cual procederá como mecanismo transitorio. Ello con el fin de evitar que este mecanismo excepcional, se convierta en principal.

(…)

Entonces, la jurisprudencia de este tribunal constitucional ha sido enfática y reiterativa en señalar que la acción de tutela no procede de manera directa cuando el asunto está en trámite, toda vez que se cuenta con la posibilidad de agotar los medios de defensa previstos en el ordenamiento.”
6.- Se negará la tutela respecto de la Defensoría del Pueblo de Caldas y que se promovió con el fin de establecer si violó la Ley 734 de 2002, ante la negativa en presentar acciones populares a su nombre. Ello, porque el accionante no afirmó y menos acreditó haber pedido a esa autoridad que instaurara a su nombre la que por medio de esta providencia se resuelve.

7.- Como lo solicita el actor, al notificársele esta providencia se le enviará copia de la misma a su correo electrónico y a su costa, se le expedirán copias de todo el proceso.

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO.- Declarar improcedente la acción de tutela propuesta por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, a la que fueron vinculados la Alcaldía de Pereira, la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público, ambos de la Regional Risaralda y el Banco Finandina de esta ciudad y se niega contra la Defensoría del Pueblo de Caldas.
SEGUNDO.- Envíese al actor copia de este fallo a su correo electrónico y a su costa, expídasele copia de toda la actuación.
TERCERO.- Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
CUARTO.- De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA


EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Folio 7.
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